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Exp. 740/2019/2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 740/2019/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	PARTE ACTORA: **********

	AUTORIDADES DEMANDADAS: DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN DE LA SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, COMO AUTORIDAD ORDENADORA; Y AL C. **********INSPECTOR ADSCRITO A LA DIRECCIÓN GENERAL DE GOBERNACIÓN, COMO AUTORIDAD EJECUTORA
 

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, S. L. P., a diecisiete de diciembre de dos mil diecinueve. 
V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 740/2019/2, promovido por la C. **********, en representación legal de la persona moral denominada “**********, señalando como autoridades demandadas al Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, como autoridad ordenadora; y al C. **********inspector adscrito a la Dirección General de Gobernación, como autoridad ejecutora.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el trece de agosto de dos mil diecinueve, la C. **********, en representación legal de la persona moral denominada “**********, promovió demanda de juicio contencioso administrativo, en contra de las autoridades y por los actos precisados en su demanda.

II.- Mediante proveído de quince de agosto de dos mil diecinueve, previo a admitir la demanda se requirió a la persona moral actora por conducto de su representante legal, para que subsanara las siguientes irregularidades de la demanda.

A) Para que en el plazo que le fue fijado exhibiera por conducto de su representante legal, copia certificada de la licencia de funcionamiento y/o autorización que manifiesto amparaban la actividad comercial del establecimiento denominado: **********     

Lo anterior, en virtud de que en el apartado VII de los “ANTECEDENTES DE LA DEMANDA”, manifestó que a efecto de demostrar su interés jurídico, anexaba a su escrito de demanda, la licencia  para la venta de bebidas alcohólicas que amparaba el legal funcionamiento de la negociación infraccionada, manifestando además que era titular de dicha licencia y que realizaba el pago del refrendo correspondiente cada año; sin que lo hubiera hecho. 
III.- En auto de doce de septiembre de dos mil diecinueve, se acordó lo siguiente:
Se dio cuenta que la persona moral actora no cumplió en el plazo legal concedido, con el requerimiento que le fue formulado en el auto dictado el pasado quince de agosto de dos mil diecinueve, y no exhibió copia certificada de la licencia de funcionamiento y/o autorización, de la cual manifestó ser titular y que amparaba la actividad comercial de la negociación infraccionada con giro de depósito denominada **********.

Consecuentemente se procedió a acordar el escrito inicial de demanda, recibido en la Oficialía de Partes de este Tribunal, el trece de agosto de dos mil diecinueve, mediante el cual el actor promovió juicio contencioso administrativo, señalando como autoridades demandadas; en su carácter de ordenadora, al Director General de Gobernación, de la Secretaria General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y como ejecutoras al C. **********Inspector adscrito a la Dirección General de Gobernación y, como acto impugnado el siguiente:
“1.- Resolución de fecha 17 de Junio de 2019, en la que se condena a mi Representada, al pago de Multa por 100 UMAS, supuestamente por no tener la licencia correspondiente; en relación a la inspección número **********de fecha 08 de Junio de los corrientes, en el establecimiento con giro de Depósito denominado “**********” ,en el domicilio ubicado en **********.”.
Se admitió a trámite la demanda, y se ordenó correr el traslado correspondiente a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas, para que dentro del plazo de ley contestaran lo que a su derecho conviniera, así mismo se dio vista al superior jerárquico de las autoridades demandadas.
Por otra parte, respecto a la suspensión solicitada se concedió la misma para el efecto de que no se llevaran a cabo acciones tendientes al cobro de la multa decretada en la resolución controvertida, por parte de las autoridades competentes y las cosas se mantuvieran en el mismo estado hasta en tanto se resolviera en definitiva el presente juicio; la cual surtiría sus efectos siempre y cuando se garantizara el interés fiscal del adeudo exigido ante la autoridad competente conforme a las disposiciones fiscales aplicables.
IV.- A través del proveído de cuatro de octubre de dos mil diecinueve, se acordó lo siguiente:

Se tuvo al Director General de Gobernación y al C. **********, en su carácter de Inspector adscrito a la Dirección General de Gobernación, por contestada la demanda; ordenándose, que con la copia simple del oficio de contestación y sus anexos, se corriera traslado a la accionante para los efectos legales que en su derecho correspondieran. 

Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los preceptos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes las siguientes:

A la parte actora.

1. Copia certificada del instrumento notarial **********a cargo del protocolo de la Notaria Pública número **********, con ejercicio en la Ciudad de México; 
2. Original de la resolución impugnada de fecha diecisiete de junio del dos mil diecinueve.
3.  La instrumental de actuaciones.
4. La presuncional legal y humana.
A las autoridades demandadas comparecientes:

1.- Copias certificadas del nombramiento expedido a favor del Director General de Gobernación y de la credencial correspondiente al Inspector compareciente.
2.- Original de la resoluciones impugnada –exhibida por la accionante en su escrito inicial de demanda-.
3.- Copia certificada de la Orden de Visita de Inspección **********y del Acta Circunstanciada ********** de fecha ocho de junio del dos mil diecinueve.
4.- Los expedientes relativos a los juicios **********del índice de este Tribunal, los cuales se admitieron como hechos notorios. 
5.- La instrumental de actuaciones; 

6.- La presuncional legal y humana.

Finalmente de conformidad con lo establecido en la fracción IV, del artículo 237 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se otorgó el plazo legal a la actora para que formulara su ampliación a la demanda, en virtud de que el actor del juicio en su escrito inicial de demanda, manifestó desconocer la orden de inspección y el acta de inspección circunstanciada.

V.- Por acuerdo de fecha diecisiete de octubre del dos mil diecinueve se proveyó lo siguiente:

Se dio cuenta con el escrito firmado por el representante legal de la persona moral actora del juicio recibido en la Oficialía de Partes de este Tribunal, el dieciséis de octubre de dos mil diecinueve, mediante el cual hizo ampliación a la demanda; por lo tanto, se tuvo a la actora por formulando su ampliación de demanda. Asimismo, se ordenó correr traslado de la misma a las autoridades demandadas para que la contestaran.
Así también, se tuvo a la parte actora por ofreciendo las pruebas a que se refirió en el escrito de ampliación de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de la ampliación de demanda.

Finalmente, se hizo constar que una vez que transcurriera el término legal otorgado a las demandadas y fuera el momento procesal oportuno, se fijaría fecha y hora para la celebración de la audiencia final.

VI.- Mediante proveído de cuatro de noviembre de dos mil diecinueve, se acordó lo siguiente:

Se dio cuenta con el oficio signado por el Director General de Gobernación en el Estado y por **********, Inspector adscrito a la Dirección General de Gobernación; recibido en la Oficialía de Partes de este Tribunal el treinta de octubre de dos mil diecinueve, mediante el cual dieron contestación a la ampliación de demanda; por tanto, se les tuvo por contestada la ampliación de demanda.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, se admitieron como pruebas de las partes dentro de la ampliación de demanda –y su contestación respectiva-, las siguientes:
A la persona moral actora:
1.- Instrumental de actuaciones.

2.- Presuncional legal y humana.

3.- Tocante a los expedientes relativos a los juicios **********, del índice de este Tribunal; se admitieron como hechos notorios. 

A las autoridades demandadas comparecientes:

1.- La instrumental de actuaciones.
2.- La presuncional legal y humana. 
Por último, se señalaron las doce horas del veintidós de noviembre del dos mil diecinueve, para el desahogo de la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
VII.- En la fecha y hora indicadas en el punto resolutivo anterior –doce horas del veintidós de noviembre del dos mil diecinueve-, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos **********; dio cuenta de las actuaciones acontecidas en el presente juicio –demanda y su ampliación, así como sus respectivas contestaciones-. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; dándose por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracciones I y V, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad del Poder Ejecutivo Estatal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En el presente caso comparece a juicio la C. **********, en su carácter de representante legal de la persona moral denominada “**********, acreditando su personalidad con la copia certificada del instrumento notarial número ********** del libro **********, del protocolo del notario público número ********** del Distrito Federal,  documento visible a fojas 13 a la 22 de autos, conforme a lo previsto en el artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de ahí que resulta innegable que el compareciente acredita su personalidad para comparecer a demandar en el presente juicio.
Respecto del interés jurídico de la empresa accionante, se advierte que en la resolución impugnada –visible del folio 23 a 27 de autos – la cual se encuentra relacionada con el establecimiento denominado **********-, aunado a la imposición de la multa referida, existe una prohibición para la venta o suministro de bebidas alcohólicas; al respecto, debe precisarse que la hoy accionante no acreditó contar con interés jurídico para controvertir la parte relativa anteriormente indicada de la resolución impugnada, en virtud de que no presentó la licencia –o refrendo- correspondiente a dicho establecimiento, requisito establecido en el artículo 231, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por consiguiente se actualiza parcialmente una causal de improcedencia y sobreseimiento del presente juicio en relación a dicha resolución, misma que se desarrollará en el Considerando Cuarto de este fallo, donde se analizara con detalle la consecuencia jurídica de que la actora no haya presentado esas documentales.
Por su parte, el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, acreditó su personalidad con la copia certificada de su nombramiento expedido por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo del Estado la cual obra agregada a foja 47 del expediente en que se actúa, y el C. **********inspector adscrito a dicha Dirección General de Gobernación, con la copia certificada de la credencial vigente, la cual obra agregada a foja 50 de autos. 

Las documentales referidas en supra líneas gozan de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de la Resolución de fecha 17 de Junio de 2019, en la que se condena al propietario del establecimiento con giro de Depósito denominado **********, en el domicilio ubicado en **********, al pago de Multa por 100 UMAS, por no tener la licencia correspondiente; en relación a la inspección número ********** de fecha 08 de Junio de dos mil diecinueve.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

Esta Sala Unitaria advierte que el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, al contestar la demanda manifiesta que la persona moral actora, no acredito su interés jurídico como previene el tercer párrafo del artículo 231 del Código Procesal Administrativo del Estado, ello en virtud de que no presenta o exhibe la licencia para la venta de bebidas alcohólicas en su modalidad de cerveza, misma que manifiesta es titular; y que por ende, no tiene derecho para controvertir los actos preliminares a la Resolución que impugna.
A juicio de esta Sala Unitaria lo manifestado por la autoridad demandada resulta ser parcialmente fundado, ello en virtud de las siguientes consideraciones:

En primer término, cabe precisar que en términos de lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico exhibiendo la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso correspondiente.

En otra parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido que cuando el particular acude a juicio sin contar o exhibir alguno de los mencionados documentos que acredite tal interés, en caso de que además de la orden y los actos del procedimiento respectivo, se controvierta la sanción impuesta, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la legalidad de esa sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron y el consecuente procedimiento administrativo.

Ello, conforme a lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:
Época: Novena Época, Registro: 165594, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 253/2009, Página: 268 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA.- Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere. 
Por tanto, conforme al criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para poder impugnar alguna resolución derivada de una actividad reglada, es decir, de aquellas que para su desempeño es necesario que el particular cuente con la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio; se requiere que los particulares al acudir a juicio exhiban su respectiva autorización, licencia o permiso según se trate, como un requisito indispensable para acreditar su interés jurídico con motivo de la acción intentada de manera tal que, cuando el particular que acude a juicio no cuente y/o no exhiba dicha autorización, permiso o licencia según se trate; sólo podrá ser materia de impugnación en estos casos; la sanción que le haya sido impuesta. 
En el caso que nos ocupa, si bien es cierto que la parte actora no acreditó contar con la licencia para la venta de bebidas alcohólicas establecida en el artículo 3 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, para la realización de una actividad reglada; también lo es que al haber controvertido en esta vía jurisdiccional, la resolución definitiva precisada en el Resultando III, de esta sentencia, mediante la cual le imponen diversa sanción por dicha situación; es de considerarse que conforme al criterio jurisdiccional invocado con anterioridad, no habría impedimento legal para que esta Sala Unitaria analice la legalidad o ilegalidad de la sanción impuesta en dichas resoluciones respectivamente.
Lo anterior es así, ya que en el presente juicio el actor se encuentra reclamando la multa que le impusieron en la resolución impugnada; la cual, que si bien deriva de la Orden de Inspección y del Acta de Inspección Circunstanciada, constituye una excepción que obliga a este Sala Unitaria a ceñirse al estudio de la multa, conforme a los conceptos o argumentos encaminados a combatirla, sin poder analizar aquéllos enderezados en contra de los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como es la Orden de Visita e Inspección, el Acta de Verificación Circunstanciada, y el consecuente procedimiento administrativo sancionador; porque estos actos sólo pueden ser controvertidos por quien exhiba la documentación que lo legitime para ello, o sea, los argumentos que impugnan dichos actos solo pueden estudiarse de fondo si el demandante acredita su interés jurídico, con la licencia o autorización expedida a su nombre por la autoridad competente, que lo legitime para la actividad que se ejerce en el establecimiento objeto de verificación y en donde se impuso la multa; lo cual como se ha sostenido en párrafos que preceden, no acreditó el interesado.

Por tanto, lo único que será motivo de análisis en el fondo de esta controversia será la resolución precisada en el Resultando III, de esta sentencia en la parte relativa a la imposición de la sanción en ella establecida a la persona moral actora y, no aquellos elementos ajenos o distintos a ella, como lo son a la prohibición para que se lleve a cabo la venta o suministro de bebidas alcohólicas dentro del establecimiento “**********”, así como la orden de inspección, Vigilancia y Verificación y el acta de inspección circunstanciada, de lo que se sigue, que esta Sala Unitaria únicamente examinará los conceptos de impugnación formulados en contra de la citadas resolución –en lo referente a la multa-, sin analizar aquéllos otros argumentos que se encuentren dirigidos a controvertir actos diversos.
Motivo por el cual es de decretar el sobreseimiento parcial de este juicio respecto de la orden de inspección, vigilancia y verificación y el acta de inspección circunstanciada que dieron origen a la resolución impugnada, así como a lo resuelto en el punto tres de dicha resolución, consistente en el apercibimiento para que se abstenga de vender o suministrar bebidas alcohólicas hasta que cuente con la licencia correspondiente.
Al actualizarse una causal de sobreseimiento derivada de que la promovente no acreditó su interés jurídico en términos del párrafo tercero del artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; lo que actualiza las diversas causas de improcedencia y sobreseimiento establecidas en los numerales 228, fracción II, y 229, fracción II, del mismo Código, que establecen lo siguiente:
“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:
…

II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor;

…

ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

…

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;

…”

Máxime que en virtud de no acreditar dicho interés jurídico con las documentales correspondientes (licencia o refrendo), la presente sentencia no podría tener el alcance de que se le permitiera a la accionante el realizar una actividad reglada.
Finalmente, de acuerdo a lo que ordenan los artículos 228 y 229, últimos párrafos, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio del agravio que arguye el demandante en contra del acto impugnado.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la empresa actora en su escrito inicial de demanda y de ampliación de la misma, los cuales se localizan a fojas de la 5 a la 11 y 63 a la 67 del expediente en que se actúa, respectivamente, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos.
Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Por su estrecha relación entre sí, se procede al análisis conjunto de los conceptos de impugnación que plantea la parte actora, tanto en su escrito inicial de demanda, como en el de su ampliación, los cuales se examinan con las manifestaciones expuestas por el Director General de Gobernación dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en su oficio de contestación a la demanda y su ampliación, y de las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este expediente.

En el concepto de impugnación Primero del escrito de demanda, la actora sustancialmente arguye la violación de lo establecido en los artículos 164, fracciones I, II, V y VI, 165, fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el diverso 250 del propio Código y 14, 16 y 17 de la Constitución Federal, toda vez que la autoridad demandada fue omisa en fundar su competencia material y territorial en la resolución determinante de la multa controvertida.

Continua señalando la enjuiciante, que la autoridad demandada funda indebidamente la resolución impugnada, pues en éstas no se advierte que pueda sancionarla, ni mucho menos señala qué apartado de los supuestos Convenios de Colaboración que tiene con los municipios citados, le otorga facultades para realizar inspecciones dentro de esa municipalidad y/o sancionar a contribuyentes que no están dentro de su ámbito competencial, pues la autoridad demandada no emite las licencias de mérito, siendo la autoridad competente el ayuntamiento respectivo; asimismo tal y como lo marca la Ley de Bebidas Alcohólicas de Estado, son atribuciones exclusivas de los ayuntamientos inspeccionar y sancionar a las negociaciones que tengan licencias para la venta de bebidas alcohólicas menores a 6° de alcohol.

Asimismo sostiene la actora, que en ninguna parte de la resolución en controversia, se observa que la autoridad emisora la haya fundado y motivado en los artículos 53 y 60 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estados, conforme a lo señalado en el diverso 6°, fracción I de la propia Ley; máxime que dichos preceptos establecen que se multaran a los propietarios o encargados de las negociaciones, según corresponda, por ende, existe una ausencia de fundamentación y motivación en la resolución determinante de multa, “respecto del por qué se está multando a mi Apoderada, y no al dueño de la Negociación Inspeccionada”.
En el concepto de impugnación Segundo del escrito de demanda, la impetrante niega lisa y llanamente que exista la orden de inspección y acta circunstanciada derivada de aquella, que dieron origen a la multa impugnada.

Asimismo, en los conceptos de anulación Tercero y Cuarto del escrito de demanda, la actora niega lisa y llanamente que “exista y esté” publicado en el Periódico Oficial del Estado, el “Convenio de Colaboración entre la(sic) Gobierno del Estado y el municipio de Ciudad Valles”; por lo que se advierte la falta de competencia tanto material, como territorial por parte de la autoridad demandada, para realizar inspecciones y aplicar sanciones a las negociaciones; en consecuencia, deviene ilegal la multa controvertida, pues ningún vicio de origen puede engendrar actos legalmente válidos.

En el inciso B. del apartado denominado “ANTECEDENTES DE LA DEMANDA”, en relación con el concepto de impugnación Quinto del escrito de demanda, se desprende que la actora negó conocer la orden de inspección, así como el acta de inspección correspondiente; y se reservó su derecho a formular la ampliación a la demanda, hasta en tanto la autoridad exhibiera tales actos que manifestó desconocer. 

En adición a lo anterior, la actora en el concepto de impugnación Primero del escrito de ampliación a la demanda, sostiene la violación de lo establecido en los artículos 164, fracciones I, II, V y VI, 165, fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el diverso 250 del propio Código y 14, 16 y 17 de la Constitución Federal, en virtud de que la autoridad demandada no funda su competencia material y territorial en la orden de visita, y reitera fue omisa en fundar su competencia material y territorial en las resoluciones determinantes de multa controvertidas.

Señala la demandante, que el inspector excedió sus facultades al llevar a cabo facultades de clausurar negociones, o bien refrigeradores de negociaciones sin estar facultados para ello, ya que en las órdenes de inspección si bien se sustentaron en los artículos 57 y 58 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, sin embargo, ni en la referida Ley, “así como del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno, así como de su Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado”, se advierte artículo, inciso, subinciso o párrafo que establezca la facultad del Director General de Gobernación para delegar la atribución de calificar y emitir sanciones (multas o clausuras), a su inspector adscrito, ya que es una facultad exclusiva del Director citado; en esa razón, la autoridad demandada funda indebidamente la resolución controvertida, así como sus actos previos, pues del análisis a sus fundamentos, no se advierte que aquella pueda sancionar e inclusive clausurar a la negociación.

Agrega la impetrante, que en la resolución en controversia, no se observa que la autoridad emisora las haya fundado y motivado en los artículos 32, 49, 53, 57 y 58 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estados, de acuerdo a lo señalado en el diverso 5°, fracción I de la propia Ley; máxime que dichos preceptos establecen que se multaran a los propietarios o encargados de las negociaciones, según corresponda, por ende, existe una ausencia de fundamentación y motivación en las referidas resoluciones determinantes de multa, “respecto del por qué se está multando a mi Apoderada, y no al dueño de la Negociación Inspeccionada”. 
Asimismo en el concepto de anulación Segundo del referido escrito ampliatorio, la actora niega lisa y llanamente en términos del “artículo 236, fracción II del Código de la Materia”, que el artículo 2° de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, establezca que los inspectores tengan facultades para “sancionar (clausurar)” de facto los negocios inspeccionados; toda vez que el artículo 37 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, nos da la pauta para determinar que el inspector sólo narra las circunstancias que hubieren ocurrido (circunstancias de tiempo, modo y lugar), por lo que no puede excederse en sus facultades al aplicar clausuras temporales o definitivas, para posteriormente disfrazar su acto como una medida de seguridad, la cual debe ser tema de una resolución firmada por autoridad competente.

En el Tercer concepto de impugnación de mismo escrito, la impetrante niega lisa y llanamente en los términos del “artículo 236, fracción II del Código de la Materia”, que el artículo 2° de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, establezca que la facultad del Director General de delegar su atribución para imponer multas y en su caso, clausuras temporales o definitivas, las cuales deberá de hacer un análisis o un estudio de cada inspección donde calificara la supuesta gravedad de la infracción de conformidad con el artículo 37 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado.

Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda y de la ampliación, sostiene la legalidad y validez de los actos controvertidos.

Una vez analizados los conceptos de impugnación antes precisados, esta Segunda Sala Unitaria considera que los mismos son por una parte infundados, y por otra parte inoperantes, para decretar la nulidad de los actos que se combaten, de conformidad con lo siguiente:

Es menester precisar que conforme a lo resuelto en el Considerando Cuarto del presente fallo, en virtud de que la empresa hoy accionante no trajo a juicio las licencias –o refrendos- respectivos de la actividad regulada, la litis en este asunto, se centrará únicamente en lo referente a la imposición de la multa establecida en en la resolución impugnada, misma que fue precisada en el Resultando “III” de esta Sentencia, toda vez que la promovente no acreditó su interés jurídico en términos del párrafo tercero del artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Asimismo, cabe precisar que la actora negó lisa y llanamente la existencia de la orden de inspección y su acta circunstanciada, que dieron origen a la resolución determinante de la multa impugnada, reservando su derecho a formular su ampliación a la demanda, hasta en tanto la autoridad exhibiera tales actos que manifestó desconocer; carga procesal que atendió la autoridad enjuiciada al contestar la demanda, en virtud de que exhibió la orden de visita e inspección, vigilancia y verificación, contenida en el oficio número **********, emitida todas por el Director General de Gobernación, de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, con su respectiva acta circunstanciada, que la actora manifestó desconocer; documentales que obran agregados en autos a folios 51 a 56, y a las cuales se les confiere valor probatorio pleno en términos de los artículos 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 
En ese orden de ideas, si bien ya obran en autos la orden referida y acta correspondientes que la accionante manifestó desconocer, se reitera que en virtud de que la accionante no acreditó su interés jurídico mediante la exhibición de la licencia –y refrendo correspondiente- no se pueden analizar dichas actuaciones; por lo que los argumentos esgrimidos por la impetrante en relación a la competencia, únicamente se analizaran respecto de la resoluciones impugnada y no así respecto de las actuaciones previas que le dieron origen –orden y acta-.
Precisado lo anterior, conforme a lo previsto en los artículos 16, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento, de ahí que todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello.
 

Por tanto, en toda actuación de las autoridades administrativas, debe privilegiarse el derecho fundamental del gobernado a la certeza o seguridad jurídica, lo que significa, que sepa en todo tiempo quién es la autoridad que lo está molestando, lo cual, indefectiblemente, lo sabrá en la medida que ésta se identifique debidamente, aspecto que encuentra su fundamento en el artículo 16 de la Constitución Federal, pues este numeral se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos, la que se vincula con el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema de la Unión y que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida.
 

En conclusión, las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades.

Así, se tiene entonces que todo acto de molestia, que se dé a conocer a los particulares, a efecto de que sea legal, debe cumplir entre otros requisitos, con que el mismo sea emitido por autoridad competente y cumpliéndose las formalidades esenciales del procedimiento que le den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente se dictará por quien tenga competencia para ello, expresándose el carácter de la autoridad respectiva que lo suscribe, el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tales facultades, pues de lo contrario se dejaría al gobernado en estado de indefensión, al desconocer el apoyo que faculte a la autoridad al emitir el acto. 

Pues, al desconocer el apoyo que faculta a la autoridad para expedir el acto y el carácter con el que lo hace, resulta evidente que no se le otorgaría al particular la oportunidad de examinar si la actuación de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y si este es o no conforme a la ley o a la Constitución; ello es así, porque tienen el alcance de exigir que todo acto de molestia se emita por quien tenga facultad expresa para ello, señalando en el propio acto, como formalidad esencial que le dé eficacia jurídica, el o los dispositivos que legitimen la competencia de quien lo emita y el carácter con que este último actúe, ya sea que lo haga por sí mismo, por ausencia del titular de la dependencia correspondiente o por delegación de facultades. 

El Poder Judicial de la Federación, ha establecido criterio firme, en el sentido de que para cumplir con el derecho de fundamentación establecido en el artículo 16 Constitucional, es necesario que la autoridad precise su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la Ley, Reglamento, Decreto o acuerdo que le otorguen la atribución ejercida.

Determinando el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en reiteradas ocasiones, que la fundamentación de la competencia es requisito esencial del acto de autoridad, como se aprecia de la jurisprudencia P./J. 10/94, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, número 77, Mayo de 1994, página 12, que dice:

Época: Octava Época; Registro: 205463; Instancia: Pleno; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Núm. 77, Mayo de 1994; Materia(s): Común; Tesis: P./J. 10/94; Página: 12 

COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. Haciendo una interpretación armónica de las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emita, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se adecúe exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.

Así, el Máximo Tribunal ha ido profundizando en la interpretación y alcance de lo dispuesto en los artículos 14 y 16 Constitucionales, en relación con los derechos de legalidad y seguridad jurídica, así como en la obligación a cargo de la autoridad de incluir en los actos administrativos la cita o transcripción de los preceptos que le confieren competencia. 

A ese respecto, se puede citar el criterio sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en relación a que en materia administrativa, para poder considerar un acto de autoridad como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: 

a) Los cuerpos legales y preceptos que se están aplicando al caso concreto, que contengan los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones, párrafos y preceptos aplicables y;

b) Los cuerpos legales y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.

De donde se sigue, que la competencia del órgano administrativo es el conjunto de atribuciones o facultades que le incumbe, las cuales se encuentran establecidas en disposiciones legales que delimitan su campo de acción y generan certeza a los gobernados sobre los órganos del Estado que pueden, válidamente, afectar su esfera jurídica.

Además, que de esta manera, para respetar el principio de seguridad jurídica tutelado por el citado precepto constitucional, es necesario que en el mandamiento escrito que contenga el respectivo acto de autoridad se mencionen con puntualidad las disposiciones legales específicas que incorporen al ámbito competencial del órgano emisor la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del gobernado, atendiendo a los diversos criterios de atribuciones.

De tal manera que, la competencia de las autoridades administrativas se fija siguiendo, básicamente, cuatro criterios, a saber:

a) Materia: Atiende a la naturaleza del acto y a las cuestiones jurídicas que constituyen el objeto de aquel, se ubican dentro del campo de acción de cada órgano, que se distingue de los demás. 
b) Grado: También llamada funcional o vertical y se refiere a la competencia estructurada piramidalmente, que deriva de la organización jerárquica de la administración pública, en la que las funciones se ordenan por grados (escalas) y los órganos inferiores no pueden desarrollar materias reservadas a los superiores o viceversa.

c) Territorio: Esta hace alusión a las circunscripciones administrativas. El Estado por la extensión de territorio y complejidad de las funciones que ha de realizar, eventualmente se encuentra en necesidad de dividir su actividad entre órganos situados en distintas partes del territorio, cada uno de los cuales tiene un campo de acción limitada localmente; por tanto, dos órganos que tengan idéntica competencia en cuanto a la materia, se pueden distinguir, sin embargo, por razón de territorio.

d) Cuantía: Atiende al mayor o menor quantum, se determina por el valor jurídico o económico del objeto del acto que ha de realizar el órgano correspondiente.

Así, para estimar que un acto de autoridad está debidamente fundado, la autoridad administrativa debe invocar adecuadamente su competencia (por materia, grado, territorio y cuantía), este deber, en algunos casos, implica transcribir una porción del precepto que prevé tal competencia, cuando se trate de una norma compleja.

El criterio expuesto quedó establecido en la jurisprudencia 115/2005, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, Septiembre de 2005, página 310, que a la letra señala:

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio…”

Criterios de referencia que constituyen requisitos sine qua non del acto de imperium, de cuya observancia depende la legalidad del acto que afecte la esfera jurídica del particular.

Esto es así, pues sin los requisitos aludidos, el acto de autoridad se tornaría autoritario e ilegal, situación que se traduce en un estado de indefensión e incertidumbre jurídica al gobernado que lo resiente, pues desconocería si el ente que lo emite, se encuentra o no legalmente facultado para ello, vulnerando inevitablemente el estado de derecho que debe regir su actuación.
Establecido lo anterior, se procede al estudio de la competencia –y su fundamentación- de la autoridad que emitio la resolución impugnada.
En el expediente del presente juicio como ya se dijo, obra la resolución impugnada de fecha 17 de Junio de 2019, en la que se condena al propietario del establecimiento con giro de Depósito denominado **********, en el domicilio ubicado en **********, al pago de Multa por 100 UMAS, por no tener la licencia correspondiente; en relación a la inspección número ********** de fecha 08 de Junio de dos mil diecinueve; y en la que se advierte en sus Considerandos “1” y “2”, que  el Director General de Gobernación del Estado asentó las disposiciones legales que lo facultan para emitir esas referidas resoluciones sancionatorias, tal y como se desprende de la siguiente transcripción: 

“1.- Con fundamento en el artículo 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 80 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1, 2, 3, 18, 31 y 32 de la Ley Orgánica de la Administración Pública, 1 y 13 fracción(sic) XIV, XV, XVI y XVII del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno; 1°, 2°, 6 fracción I, 7 fracción V, 35 y 36 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí; y 196, 197 y 198 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí (…)”
2.- Luego entonces esta Dirección General de Gobernación es competente para aplicar la Ley de Bebidas Alcohólicas, ejecutar y llevar a cabo las acciones de vigilancia (…), así como el aplicar las sanciones que correspondan, a quienes transgredan las disposiciones contempladas en la ley, todo ello con fundamento en los artículos 1, 3, 5 fracción I, 7 fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI y XII, 20, 32 fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI y XVII, 33, 35, 36, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57 y 58; además 1°, 196, 197, 198, 199, 200 y 200 (sic) del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 1° y 24 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, 1°, 13 fracciones XV, XVI, XVII y XVIII del Reglamento Interior de la Secretaria General de Gobierno.”
(Énfasis añadido)
De lo trasunto, se advierte que el Director General de Gobernación del Estado, para fundar su competencia citó como fundamentos, entre otros, los artículos 13 fracciones XIV, XV y XVI del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno; 1º, 5° fracción I y 7° fracciones V y VI, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado; los cuales establecen lo siguiente:

REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO

“ARTICULO 13.- Compete a la Dirección General de Gobernación las siguientes atribuciones:

…

XIV.- Hacer cumplir las disposiciones legales en materia de producción, almacenamiento, porteo, distribución venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad;

XV.- Coordinar las acciones con las instancias municipales, estatales y federales a fin de mantener un control sobre los establecimientos expendedores de bebidas alcohólicas;

XVI.- Inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades y, en su caso, aplicar las clausuras correspondientes por violaciones a la ley de la materia, para lo cual estará apoyado por los cuerpos de seguridad del Estado;

(…)”

LEY DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ
“ARTÍCULO 1º. Las disposiciones de la presente Ley son de orden público e interés social; tiene por objeto regular la venta, distribución, consumo y suministro de bebidas alcohólicas en el Estado; así como prevenir y combatir el abuso en el consumo de éstas, por ser la salud de toda persona, un derecho humano constitucional y convencionalmente reconocido.”

“ARTÍCULO 5º. Son autoridades competentes para la aplicación de esta Ley, conforme a sus atribuciones: 

I. El titular del Poder Ejecutivo del Estado, por sí o través de las secretarías, o dependencias que determine su ley orgánica, y reglamentos;

(…)”
“ARTÍCULO 7º. Corresponde al Ejecutivo del Estado, a través de sus dependencias competentes:

…

V. Llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia en los establecimientos señalados en el artículo 10 de esta Ley;

VI. Determinar la clausura temporal o definitiva, así como sancionar y suspender las actividades de los establecimientos que lo ameriten, y la imposición o reimposición de sellos de clausura, mediante el procedimiento que corresponda;

(…)”
Conforme a lo anterior, es válido concluir que en el caso se cumple con la garantía de fundamentación y motivación de la competencia consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación y motivación que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia, es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; lo cual acontece en el presente asunto, en términos de las disposiciones legales invocadas en la resolución impugnada, toda vez que se precisan los preceptos en los que se sustentan las facultades del Director General de Gobernación para emitir dichos actos sancionatorios, al fundar su competencia material y territorial, entre otros, en los artículos 13, fracciones XIV y XVI del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno; 5°, fracción I y 7°, fracción VI, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, anteriormente transcritos, así como en el diverso 24 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, en los cuales se establece que las dependencias que conforman la administración pública del Estado, podrán aplicar sanciones en los términos de las leyes, reglamentos y demás disposiciones legales en materia de su competencia, y en particular la Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, tiene la facultad para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad, tal como lo es la aplicación de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, donde se prevé, que el titular del Poder Ejecutivo del Estado, por sí o a través precisamente de sus Secretarías o Dependencias, tiene competencia para determinar la clausura temporal o definitiva, así como sancionar y suspender las actividades de los establecimientos que lo ameriten, y la imposición o reimposición de sellos de clausura; asimismo para inspeccionar y verificar la documentación de establecimientos dedicados a la compraventa de bebidas alcohólicas en sus diversas modalidades y, en su caso, aplicar las clausuras correspondientes por violaciones a la ley de la materia.

En ese tenor, a consideración de esta Sala Juzgadora la resolución sancionatoria controvertida, se encuentra debidamente fundada y motivada en cuanto a la competencia del Director General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, toda vez que a través de dicho acto se impuso la multa –sanciones- a la hoy actora respecto del establecimiento en cuestión, así como se sostuvo la suspensión de la actividad  hasta en tanto cumpliera con el pago de la sanción y diera cumplimiento a sus obligaciones omitidas; facultad que se encuentra prevista en los preceptos legales antes citados, y en los que además se precisa que ejercerá tal atribución para hacer cumplir las disposiciones legales en materia de venta y consumo de bebidas alcohólicas en la Entidad, es decir, en todo el territorio del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.

Sin que sea óbice a lo anterior, que la impetrante señale que la autoridad demandada no precisó qué apartado de los supuestos Convenios de Colaboración que tiene con los municipios que se citan, le otorga facultades para realizar inspecciones dentro de dichos municipios y/o sancionar a los contribuyentes, pues la autoridad demandada no emite las licencias de mérito, siendo la autoridad competente el ayuntamiento respectivo; asimismo niega lisa y llanamente que se hayan publicado en el Periódico Oficial del Estado, el “ “Convenio de Colaboración entre la(sic) Gobierno del Estado y el municipio de Ciudad Valles”; por lo que aduce la falta de competencia tanto material, como territorial por parte de la autoridad demandada, para realizar inspecciones y aplicar sanciones a las negociaciones de mérito.

Pues las manifestaciones expuestas a consideración de esta Sala Juzgadora devienen inoperantes, ya que la actora parte de una premisa falsa, consistente en que la autoridad demandada para establecer su competencia para emitir la resolución determinante de multa impugnada, además de los preceptos que se analizaron con anterioridad y que sirvieron de fundamento al acto cuestionado, debía señalar el apartado del Convenio de Colaboración que también se alude, y que supuestamente le otorga competencia para realizar inspecciones dentro de dicho municipio y/o sancionar al establecimiento de trato, aunado a la obligación de que el referido Convenio sea publicado en el Periódico Oficial del Estado; sin embargo, como se dilucidó en párrafos precedentes, la autoridad demandada cumplió con la garantía de fundamentación de la competencia de los actos de autoridad, consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en citar los preceptos que contienen la facultad ejercida, por ende, a ningún fin práctico conduciría el análisis y calificación de dichas aserciones, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la ilegalidad de las resoluciones impugnadas.

Es aplicable en la especie, la Jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.), cuyo rubro, contenido y datos de localización son los siguientes:

Época: Décima Época; Registro: 2001825; Instancia: Segunda Sala; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3; Materia(s): Común; Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.); Página: 1326 

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.”
Tesis de jurisprudencia 108/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintinueve de agosto de dos mil doce.

En efecto, la actora pierde de vista como se dilucidó en párrafos precedentes, que la resolución determinante de la multa impugnada, se encuentra debidamente fundada y motivada en cuanto a la competencia del Director General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí para su emisión, en concordancia a lo establecido en el artículo 16 de la Constitución Federal y en relación con el diverso 164, fracciones I y V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que con los preceptos que se citaron en el referido acto y que fueron anteriormente analizados, son suficientes para colmar la exigencia constitucional y legal de mérito; de ahí que sea ineficaz la exigencia alegada por la impetrante, pues como ya se dijo, basta con citar en los actos de autoridad los preceptos que contengan la facultad ejercida, lo cual en la especie sucedió. 
Aunado a que dicho convenio de colaboración citado con el único fin de robustecer la fundamentación de la resolución  impugnada, no puede demeritar las facultades expresamente establecidas en la Ley de Bebidas Alcohólicas de Estado de San Luis Potosí, sino únicamente en convenir como lo dispone la fracción IX del artículo 8° de la propia Ley: “Celebrar convenios con el Estado para el mejor cumplimiento de esta Ley”, por lo que en dichos convenios no pueden establecerse facultades competenciales no previstas en la referida ley o diferentes a las expresamente establecidas por el legislador en la misma; de ahí que el hecho de que no se haya especificado cuando se firmo o apartado el convenio citado, así como en su caso, se hubiese o no publicado en el Periódico Oficial del Estado, es intrascendente para justificar la competencia de la autoridad demandada.

Así también no es obstáculo a la determinación anterior, que la parte actora señale que en la resolución en controversia que se analiza, no se fundó en los artículos 32, 49, 53, 57, 58 y 60 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estados, conforme a lo señalado en los diversos 5°, fracción I y 6°, fracción I de la propia Ley; máxime que dichos preceptos establecen que se multaran a los propietarios o encargados de las negociaciones, según corresponda, por ende, existe una ausencia de fundamentación y motivación en la referida resolución determinante de la multa, “respecto del por qué se está multando a mi Apoderada, y no al dueño de la Negociación Inspeccionada”.
Lo anterior, porque contrario a lo argüido por la actora, en la resolución sancionatoria sí se citaron los artículos 5°, fracción I, 32, 53, 57 y 58 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estados, y respecto al diverso 60, la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado no lo contiene, pues dicho cuerpo normativo sólo se integra por 59 artículos; de ahí lo infundado e inoperante de la simple manifestación de la impetrante en ese sentido.

Asimismo, porque los artículos 6°, fracción I y 49 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, no establece atribución alguna ejercida por la autoridad demandada en el acto impugnado –siendo está en la especie, la facultad de sancionar-, como se advierte de dichos preceptos:

“ARTÍCULO 6º. Las autoridades a las que se refiere el artículo 5º de esta Ley, en el ámbito de su competencia, deberán llevar a cabo las siguientes acciones en materia de prevención: 

I. Desarrollar estrategias, programas anuales preventivos y campañas permanentes de difusión e información en materia de combate al abuso en el consumo del alcohol, orientadas a desincentivar el consumo e informando de las consecuencias negativas en la salud de la persona, en la vida familiar, y en la social;

(…)”
“ARTÍCULO 49. Son prohibiciones para los almacenistas, distribuidores y titulares de licencia de bebidas alcohólicas, las siguientes:

I. Vender, distribuir o suministrar bebidas alcohólicas que estén adulteradas, alteradas, contaminadas, o falsificadas, en los términos de las disposiciones de salud aplicables; sin perjuicio de las sanciones administrativas que puedan imponer las autoridades sanitarias, o de las sanciones penales que correspondan cuando sean constitutivas de un delito; debiendo para ello, respaldar mediante análisis clínico-químico la calidad del producto, en caso de que en la etiqueta del producto no contenga especificación al respecto; 

II. Vender, distribuir o suministrar bebidas alcohólicas a establecimientos que no cuenten con la licencia correspondiente o permiso especial o que se encuentran sancionados con clausura temporal o definitiva; así como a casas habitación en las que se vendan bebidas alcohólicas; 

III. Invadir la vía pública con objetos propios de su clasificación; 

IV. Tener en existencia bebidas alcohólicas en envases distintos, en características o capacidad, a los normalmente autorizados; 

V. Las promociones a precio menor de su venta al mayoreo, y todas aquéllas que inviten al consumo inmoderado de bebidas alcohólicas; 

VI. Obsequiar o vender bebidas alcohólicas a los oficiales de tránsito, agentes de policía, militares y demás encargados de la seguridad pública, cuando estén en servicio o porten uniforme, así como a los inspectores en materia de bebidas alcohólicas; 

VII. Vender, ceder, arrendar, transferir o permitir de cualquier forma la explotación de la licencia por un tercero; 

VIII. Anunciarse al público por cualquier medio, con un giro de los previstos en esta Ley, distintos al autorizado en su licencia; 

IX. Permitir el acceso de personas a los establecimientos, en cantidad superior a la a la determinada en el dictamen emitido por la autoridad competente, y 

X. Comercializar bebidas alcohólicas que contengan una proporción mayor al 55% de alcohol etílico en volumen.”
De cuyo contenido se desprende, en el primero de ellos, la obligación de las autoridades a que se refiere el artículo 5° de la Ley comento, para desarrollar estrategias, programas anuales preventivos y campañas permanentes de difusión e información en materia de combate al abuso en el consumo del alcohol, orientadas a desincentivar el consumo e informando de las consecuencias negativas en la salud de la persona, en la vida familiar, y en la social; asimismo, en el segundo de los preceptos citados, únicamente se establecen prohibiciones para los almacenistas, distribuidores y titulares de licencia de bebidas alcohólicas.

Sin embargo, de dichos preceptos no se prevé atribución alguna a favor de la autoridad demandada, para emitir los actos de molestia cuestionados, como es llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia en los establecimientos en cuestión, o para determinar la clausura temporal o definitiva, así como sancionar y suspender las actividades de los establecimientos que lo ameriten, facultades que sí se disponen en los preceptos que se citaron como fundamentos en la resolución sancionatoria controvertida, y que fueron anteriormente analizados.

En esa razón, no existe obligación legal de la  Dirección General de Gobernación, dependiente de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, para fundar su competencia en los referidos preceptos alegados, como infundadamente hace valer la actora.

Sólo para robustecer lo anterior, no debe soslayarse que para estimar cumplida la garantía de fundamentación respecto a la competencia de las autoridades, consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se requiere únicamente que los actos de autoridad se fundamenten en los preceptos legales que les otorgue la atribución ejercida, citando el apartado, fracción, inciso o subinciso, y en caso de que no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente; sin que se colija de dicha garantía la exigencia de una abundancia superflua, y menos aún que se citen preceptos que no contienen atribución alguna a favor de la autoridad para emitir sus actos; máxime como se dilucidó en párrafos precedentes, en los actos cuestionados sí se citaron los cuerpos legales y preceptos suficientes que otorgaron a la autoridad demandada la competencia para emitir los actos ahora cuestionados.

Lo antes expuesto se ve robustecido con los criterios jurisprudenciales citados en el preámbulo de este Considerando, así como en la siguiente jurisprudencia:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

En adición a lo anterior, en cuanto a la manifestación de la actora que existe una ausencia de motivación en la resolución determinante de multa, “respecto del por qué se está multando a mi Apoderada, y no al dueño de la Negociación Inspeccionada”, ya que en los artículos anteriormente alegados, establecen que se multaran a los propietarios o encargados de las negociaciones, según corresponda; a consideración de esta Segunda Sala Unitaria deviene infundado.
Lo anterior, porque contrario a lo manifestado por la parte actora, en la resolución sancionatoria se desprende que la multa se encuentra dirigida al propietario y/o representante legal  del establecimiento con giro de Deposito denominado **********, y en el caso, el juicio de nulidad es interpuesto por la persona moral ********** quien manifestó en su escrito de demanda, lo siguiente: 

“VII.- ANTECEDENTES DE LA DEMANDA- Bajo protesta de decir verdad manifiesto que los hecho y abstenciones que me constan y que constituyen el antecedente de mi demanda son los siguientes:”

A. LAS CERVEZAS MODELO EN SAN LUIS POTOSÍ, S.A. DE C.V., es titular y/o propietaria de la licencia para venta de bebidas alcohólicas (…), misma que ampara el legal funcionamiento de la Negociación, materia de las visitas de inspección, mismas que es origen de la multas controvertida (…).

B. Mi Representada, es la titular de dicha licencia, y hace el pago del refrendo correspondiente cada año (…)”
(Énfasis añadido)

De lo anterior, es concluyente que la persona moral actora ********** es la que se ostenta como propietaria de la licencia para la venta de bebidas alcohólicas que ampara el funcionamiento de la negociación inspeccionada e incluso manifiesta que realiza el pago del refrendo correspondiente cada año; de ahí que la simple manifestación alegada por la enjuiciante sea ineficaz, pues además de incongruente, no tiene sustento alguno que la soporte, ya que es dicha persona quien es la que realiza tal aseveración,  por lo que es sujeto afecto al cumplimiento de obligaciones en materia de bebidas alcohólicas, establecidas en la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí.

Máxime que de ninguno de los preceptos que alude la impetrante, se contiene que se sancionara a los propietarios o encargados de las negociaciones, según corresponda, sino que se establece diversas prohibiciones, entre otros, a los referidos propietarios y encargados de los establecimientos, sin embargo, se colige de la interpretación de los preceptos aludidos, que el responsable por las infracciones cometidas a la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, entre otras, por no contar con la licencia o el refrendo al momento de la inspección, es el titular de la licencia respectiva, el cual se define en el artículo 2°, fracción XXXVII de la Ley citada, como la persona física o moral a nombre de la cual se encuentra ésta; y que puede ser el propietario o poseedor del establecimiento, más no así los encargados de las negociaciones, que si bien pueden infringir las disposiciones de la Ley en cita, la persona responsable de las infracciones cometidas, lo constituye el titular de la licencia correspondiente, tan es así, que al incurrir en ciertos supuestos de infracción ocasionaría que procediera su cancelación; aunado a que incluso la titularidad de dicha licencia, le confiere interés jurídico para comparecer al presente juicio, al pretender obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas.

Por otro lado, en cuanto a la manifestación de la actora en el sentido de que como lo marca la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, son atribuciones exclusivas de los ayuntamientos inspeccionar y sancionar a las negociaciones que tengan licencias para la venta de bebidas alcohólicas menores a 6° de alcohol; a consideración de esta Segunda Sala Unitaria es infundada.
Pues además de lo ya dilucidado en párrafos precedentes, en la parte conducente de los artículos 5°, 7°, 8° y 11° de la Ley de Bebidas Alcohólicas de Estado de San Luis Potosí, se dispone:
“ARTÍCULO 5º. Son autoridades competentes para la aplicación de esta Ley, conforme a sus atribuciones: 

I. El titular del Poder Ejecutivo del Estado, por sí o través de las secretarías, o dependencias que determine su ley orgánica, y reglamentos; 

II. Los ayuntamientos por conducto de sus dependencias competentes de conformidad con su ley orgánica, y reglamentos, y

(…)”
“ARTÍCULO 7º. Corresponde al Ejecutivo del Estado, a través de sus dependencias competentes:

…

V. Llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia en los establecimientos señalados en el artículo 10 de esta Ley;

…

VI. Determinar la clausura temporal o definitiva, así como sancionar y suspender las actividades de los establecimientos que lo ameriten, y la imposición o reimposición de sellos de clausura, mediante el procedimiento que corresponda;

…

X. Solicitar a los ayuntamientos la cancelación de licencias de bebidas de baja y media graduación, por incumplimiento a las disposiciones de esta Ley, en casos de reincidencia de infracciones, o afecten a la paz e interés social de la localidad;

(…)”
“ARTÍCULO 8º. Son atribuciones de los ayuntamientos, las siguientes:

…

V. Llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia del cumplimiento de la presente Ley;

…

VI. Aplicar, de conformidad con los procedimientos establecidos en esta Ley y en los reglamentos municipales correspondientes, las sanciones administrativas establecidas en esta Norma, con excepción de aquéllas que sean competencia de otra autoridad; 

VII. Determinar la clausura temporal o definitiva de los establecimientos que lo ameriten, y la imposición o reimposición de sellos de clausura, mediante el procedimiento que corresponda; 

VIII. Solicitar al Ejecutivo del Estado la cancelación de licencias de bebidas de alta graduación, por incumplimiento a las disposiciones de esta Ley, en casos de reincidencia de infracciones, o afecten a la paz e interés social de la localidad;

“ARTÍCULO 11. La expedición de licencias para la venta, distribución, consumo o suministro de bebidas alcohólicas corresponde al Poder Ejecutivo del Estado; y los ayuntamientos podrán expedir estas licencias, previo convenio que celebren con el Ejecutivo del Estado, siempre y cuando se trate de establecimientos cuyo giro mercantil sea la venta de bebidas alcohólicas hasta de media graduación.

(…)”
(Énfasis añadido)

De los preceptos transcritos, se desprende las siguientes premisas:

· Que son autoridades competentes para la aplicación de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, tanto el titular del Poder Ejecutivo del Estado, por sí o a través de sus Secretarías o Dependencias, como los Ayuntamientos por conducto de sus dependencias competentes;

· Que corresponde al Ejecutivo del Estado a través de sus dependencias competentes, entre otras, las atribuciones de llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia en los establecimientos señalados en el artículo 10 de la Ley en comento, así como determinar la clausura temporal o definitiva, así como sancionar y suspender las actividades de los establecimientos que lo ameriten; asimismo solicitar a los ayuntamientos la cancelación de licencias de bebida de baja y media graduación;

· Que son atribuciones de los ayuntamientos, entre otras, llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia, aplicar las sanciones administrativas establecidas en dicha Ley, así como determinar la clausura temporal o definitiva de los establecimientos que lo ameriten; asimismo solicitar al Ejecutivo del Estado la cancelación de licencias de bebidas de alta graduación;

· Que la expedición de licencias para la venta, distribución, consumo o suministro de bebidas alcohólicas corresponde, en principio, al Poder Ejecutivo del Estado; y los ayuntamientos podrán expedir dichas licencias, previo convenio que celebren con el Ejecutivo del Estado, siempre y cuando se trate de establecimientos cuyo giro mercantil sea la venta de bebidas alcohólicas hasta de media graduación.

De donde se concluye, que en el caso particular se trata de facultades concurrentes entre el Ejecutivo del Estado y los Ayuntamientos, por conducto de sus respectivas dependencias competentes, entre otras, el llevar a cabo las labores de verificación, inspección y vigilancia en los establecimientos, así como determinar la clausura temporal o definitiva y sancionar a los establecimientos que lo ameriten, por lo que implica que ambos pueden actuar respecto de la misma materia.

En esa razón, contrario a lo argüido por la actora, no son atribuciones exclusivas de los ayuntamientos inspeccionar y sancionar a las negociaciones que tengan licencias para la venta de bebidas alcohólicas menores a 6° de alcohol, ya que de los preceptos en cita no se advierte dicha exclusividad alegada; además el hecho de que los ayuntamiento pueden convenir con el Ejecutivo del Estado, para expedir licencias para la venta, distribución, consumo o suministro de bebidas alcohólicas hasta de media graduación, en obviedad, también las de baja graduación, no debe soslayarse que corresponde, en principio, al Poder Ejecutivo del Estado tal atribución, por ende, dicha facultad revisora y sancionadora no se circunscribe a la exclusividad de los ayuntamientos, por el contrario, se prevé expresamente dicha atribución para el Ejecutivo del Estado a través de sus dependencias competentes sin limitación alguna, es decir, se colige puede ejercer las mismas con relación a las negociaciones que tengan licencia para venta de bebidas alcohólicas de baja, media y alta graduación en la entidad; de ahí lo infundado de la manifestación de la actora en estudio, ya que no tiene fundamento alguno que la soporte.

Ahora bien, en cuanto a las manifestaciones de la actora consistentes en:

· Que el inspector excedió sus facultades al llevar a cabo varias clausuras sin estar facultados para ello, ya que en las órdenes de inspección si bien tienen sustento en los artículos 57 y 58 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, sin embargo, ni en la referida Ley, “así como del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno, así como de su Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado”, se advierte artículo, inciso, subinciso o párrafo que establezca la facultad del Director General de Gobernación para delegar la atribución de calificar y emitir sanciones (multas o clausuras) a su inspector adscrito, ya que es una facultad exclusiva del referido Director; 

· Que niega lisa y llanamente en términos del “artículo 236, fracción II del Código de la Materia”, que el artículo 2° de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, establezca que los inspectores tengan facultades para “sancionar (clausurar)” de facto las negociaciones inspeccionadas; toda vez que el artículo 37 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, nos da la pauta para determinar que el inspector sólo narra las circunstancias que hubieren ocurrido (circunstancias de tiempo, modo y lugar), por lo que no puede excederse en sus facultades al aplicar clausuras temporales o definitivas, para posteriormente disfrazar su acto como una medida de seguridad, la cual debe ser tema de una resolución firmada por autoridad competente; y

· Que niega lisa y llanamente en los términos del “artículo 236, fracción II del Código de la Materia”, que el artículo 2° de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado, establezca que la facultad del Director General de delegar su atribución para imponer multas y en su caso, clausuras temporales o definitivas, las cuales deberá de hacer un análisis o un estudio de cada inspección donde calificara la supuesta gravedad de la infracción de conformidad con el artículo 37 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado.
· Que niega lisa y llanamente que los Inspectores tengan fe pública, y que debido a ello todo lo manifestado en las actas circunstanciadas carecen de valor probatorio.
De cuyo contenido, se desprende la pretensión de la actora en demostrar la ilegalidad de los “actos de clausura” del establecimiento, contenidos en el acta de inspección, vigilancia y verificación circunstanciadas, derivada de la orden de visita e inspección anteriormente analizadas, al sostener sustancialmente supuestos vicios de dicho inspector –excediendo sus facultades-, ya que no cuentan con atribuciones para “sancionar (clausurar)” de facto las negociaciones inspeccionadas, pues las mismas se limitan a narrar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos; aunado a que de las disposiciones aplicables no se establece la facultad del Director General de Gobernación para delegar su facultad exclusiva de calificar y emitir sanciones (multa o clausuras) a sus inspectores adscritos, ya que aquel deberá de hacer un análisis o un estudio de cada inspección donde calificará la supuesta gravedad de la infracción de conformidad con el artículo 37 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado.

A consideración de esta Segunda Sala Unitaria, dichas pretensiones devienen inoperantes por inatendibles, ya que como se precisó en el Considerando Cuarto, así como anteriormente en este, únicamente se puede dilucidar lo referente a la resolución impugnada donde se le impuso multa, y no así respecto a otros actos –como lo son los actos previos-, en virtud de que la promovente no acreditó su interés jurídico en términos del párrafo tercero del artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; lo que de suyo, genera la imposibilidad legal de esta Sala Juzgadora para poder pronunciarse al respecto, así como analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron y dieron origen a la referida suspensión de actividades (clausura) alegada del establecimiento, como lo es el acta de inspección circunstanciada levantada por el inspector de trato, porque la referida acta de visita sólo puede controvertirse por quien cuente con la licencia respectiva –lo que no acreditó la accionante- y, por ende, no debe atenderse a los razonamientos expuestos por la actora en ese sentido por ser inatendibles.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la Jurisprudencia 2a./J. 253/2009, cuyo rubro, contenido y datos de localizaciones, son los siguientes:

Época: Novena Época; Registro: 165594; Instancia: Segunda Sala; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XXXI, Enero de 2010; Materia(s): Administrativa; Tesis: 2a./J. 253/2009; Página: 268 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA. Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere.”
Contradicción de tesis 418/2009. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto y Séptimo, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 2 de diciembre de 2009. Mayoría de tres votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Tesis de jurisprudencia 253/2009. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de diciembre de dos mil nueve.

En efecto, ya que en la ejecutoria de la que emana el criterio jurisprudencial transcrito, la materia de la contradicción de tesis se contrajo a determinar si ante la falta de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, tratándose de actividades reguladas, como en la especie, la sentencia del referido Tribunal Contencioso Administrativo debía ceñirse al estudio de la legalidad de la sanción impuesta o si también debe examinar los actos preliminares del procedimiento administrativo que le dio origen.

Concluyendo la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque estos actos sólo pueden ser controvertidos por quien cuente con tal documentación; por ende, sólo examinará la legalidad de la sanción impuesta, para corroborar si se citan los hechos que la actualizan y que éstos coincidan con lo asentado por el verificador, de manera que exista congruencia entre lo apreciado por este último y las hipótesis legales que contiene el precepto que se cita.

Por tanto, se reitera, la pretensión de la actora en demostrar la ilegalidad de los supuestos “actos de clausura” así como en estudiar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, es inatendible; como lo ha definido la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya que si el actor, como en la especie, en las resoluciones controvertidas además reclama una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, sólo examinará la legalidad de la sanción impuesta, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como lo es precisamente el acta de inspección cuestionada y que dieron origen a las referidas suspensiones de actividades (clausuras) alegadas del establecimiento; de ahí la inoperancia de los argumentos expuestos por la actora.

Por otra parte, se debe de hacer mención que se advierte de los actos preliminares de verificación, consistente en el acta de inspección, que el inspector que la efectuó, en ningún momento realiza un acto de clausura en dicho establecimiento, tal y como lo pretende hacer valer la accionante.

No pasa inadvertido para esta Segunda Sala Unitaria, que en el apartado denominado “VI. PRETENSIÓN QUE SE DEDUCE EN EL JUICIO” del escrito de demanda, la accionante aduce de manera genérica que: “…el acto impugnado es violatorio de los derechos humanos de mi Apoderada, específicamente de los principios rectores de audiencia, legalidad y seguridad jurídica y debido proceso tutelados por los artículos 14, 16 y 17 de nuestra Carta Magna”, empero, se precisa que esta Sala Juzgadora no advierte violación alguna de derechos fundamentales en el presente asunto que pudiesen ameritar la inaplicación de una norma –en realización de control difuso-, sin necesidad de hacer mayor razonamiento al respecto, con apoyo en la Jurisprudencia 2a./J. 16/2014 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, abril de 2014, tomo I, página 984, del tenor:

 “CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye un control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo es que subsiste el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en exclusiva al Poder Judicial de la Federación, a través del juicio de amparo, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos medios de control (concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la competencia específica de los órganos del Poder Judicial de la Federación encargados de su ejercicio es precisamente el análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por tanto, la controversia consiste en determinar si la disposición de carácter general impugnada expresamente es o no contraria a la Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la obligación de analizar los argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio, en el segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la litis, pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el juzgador por razón de su función, prescindiendo de todo argumento de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora bien, en el juicio contencioso administrativo, la competencia específica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es en materia de legalidad y, por razón de su función jurisdiccional, este tribunal puede ejercer control difuso; sin embargo, si el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de que el control difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en competencia específica. Así, si en el juicio de amparo se aduce la omisión de estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio de control difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar ineficaces los conceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto que la Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que se conceda el amparo para que se dicte un nuevo fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder Judicial de la Federación tiene competencia primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar sentencia. Si, además, en la demanda de amparo se aduce como concepto de violación la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará declarar inoperantes los conceptos de violación relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de violación enderezados a combatir la constitucionalidad y convencionalidad del precepto en el sistema concentrado.”

CONTRADICCIÓN DE TESIS 336/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero del Trigésimo Circuito y Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 22 de enero de 2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y/o criterios contendientes:

Tesis de jurisprudencia 16/2014 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del doce de febrero de dos mil catorce.

Asimismo, resulta aplicable a lo anterior, la tesis siguiente:

“CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. ES INNECESARIO QUE EL JUZGADOR ORDINARIO O CONSTITUCIONAL, AL DICTAR SUS SENTENCIAS, REALICE CONSIDERACIONES DEL PORQUÉ CONSIDERA QUE LAS HIPÓTESIS LEGALES QUE SIRVEN DE FUNDAMENTO AL CASO QUE RESUELVE NO SON INCONVENCIONALES, PUES SU EJERCICIO ES IMPLÍCITO. El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que corresponde a todas las autoridades jurisdiccionales del país el control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos, de las disposiciones jurídicas que apliquen en sus decisiones, lo que se traduce en el deber de examinarlas e interpretarlas conforme a los derechos humanos reconocidos tanto en la Constitución como en los tratados internacionales suscritos por el Estado Mexicano, adoptando siempre la interpretación más favorable a las personas y, en caso de ser contrarias a dichos paradigmas, siempre que no exista la posibilidad de realizar una interpretación conforme, inaplicarlas. No obstante lo anterior, en el dictado de las sentencias es innecesario que el juzgador ordinario o constitucional realice consideraciones del porqué considera que las hipótesis legales que sirven de fundamento al caso que resuelve no son inconvencionales, pues el ejercicio del control de convencionalidad ex officio, es implícito, por lo que sólo en aquellos casos en donde se estime que hay transgresión de derechos humanos, debe razonar y explicar por qué, si no es posible realizar una interpretación conforme, se aparta del texto de la norma. Correlativamente, se tiene que tal potestad no implica un derecho de las partes para exigir que se verifique un control de convencionalidad, que equivaldría a un control concentrado de constitucionalidad o convencionalidad, lo cual excede y supera el control difuso, que es la esencia del de convencionalidad y que difieren en cuanto a que en el primero se analiza el precepto legal en forma abstracta, y ello corresponde exclusivamente a los órganos del Poder Judicial de la Federación (control concentrado) y, en el segundo (control difuso), el análisis se realiza sobre los hechos concretos del caso y la norma que resulta aplicable.”


CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 427/2013. Jesús Zamudio López. 8 de agosto de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Aideé Pineda Núñez.”

En las relacionadas condiciones, al no acreditar la demandante que la resolución de fecha 17 de Junio de 2019, en la que se condena al propietario del establecimiento con giro de Depósito **********, al pago de Multa por 100 UMAS, por no tener la licencia correspondiente; en relación a la inspección número ********** de fecha 08 de Junio de dos mil diecinueve; se actualice alguna de las hipótesis de ilegalidad de los actos administrativos previstas en el artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, prevalece la presunción de legalidad de la resolución controvertida, presunción que se encuentra prevista para los actos de autoridades administrativas en el segundo párrafo del artículo 248, Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, debiéndose en consecuencia reconocer la VALIDEZ de la resolución impugnada, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado, de acuerdo a los razonamientos precisados en este Considerando.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 228, fracción II, 229, fracción II, 231, 248, 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta el sobreseimiento parcial del juicio respecto de la orden de inspección, vigilancia y verificación y el acta de inspección circunstanciada que dieron origen a la resolución impugnada, así como a lo resuelto en el punto tres de dicha resolución, consistente en el apercibimiento para que se abstuviera de vender o suministrar bebidas alcohólicas hasta que cuente con la licencia correspondiente; por los fundamentos, motivos y consideraciones expuestos en el Considerando Cuarto de este fallo.

TERCERO.- La empresa actora no probó los extremos de su acción, en consecuencia;
CUARTO.- Se reconoce la legalidad y validez de la resolución impugnada; por los fundamentos, motivos y consideraciones expuestos en el Considerando Sexto de este fallo.
QUINTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y mediante oficio a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
 �“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. (…)”


� “Artículo 14. (…)Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”








